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			1. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS
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			1.1. El control de la Administración Pública: los recursos administrativos


			1.1.1. El control de la Administración Pública


			El control de la Administración Pública se atribuye en la Constitución a los Tribunales de Justicia en los términos siguientes. Según su artículo 9.1, los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, y el apartado 3 del mismo artículo dice que la Constitución garantiza el principio de legalidad. El artículo 103.1 prescribe que la Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. El artículo 106.1 dice que los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. En conexión con la función constitucional de controlar la actuación de la Administración Pública atribuida a los Tribunales de Justicia, el artículo 24.1 proclama la tutela judicial efectiva al afirmar que todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. Será a través del recurso contencioso administrativo como los ciudadanos recabarán la función de control de los órganos jurisdiccionales sobre la actividad de las Administraciones Públicas.


			El control jurisdiccional de la actividad de las Administraciones Públicas debe ser conjugado con la potestad de autotutela de las Administraciones Públicas, positivada en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


			La autotutela declarativa se expresa en el artículo 39.1 de la Ley 39/2015, cuando afirma que los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa.


			La autotutela ejecutiva se expresa en el artículo 38 de la Ley 39/2015 cuando afirma que los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo dispuesto en la misma Ley. La autotutela ejecutiva se desarrolla en el Capítulo VII del Título IV de la Ley, y permite a la Administración ejecutar sus propios actos contra la voluntad de los particulares afectados sin necesidad de acudir a los Tribunales de Justicia.


			En virtud de la autotutela declarativa los actos administrativos se presumen válidos. Esta presunción de legalidad es una presunción iuris tantum, que opera a menos que el particular acredite lo contrario y obtenga un pronunciamiento judicial o administrativo reconociendo la ilegalidad del acto.


			En el Derecho Administrativo español, el particular puede obtener un pronunciamiento que reconozca la ilegalidad del acto no sólo de los Tribunales de Justicia, sino también de la propia Administración autora del acto en cuestión a través del sistema de revisión en vía administrativa, ya sea la revisión de oficio o la revisión en vía de recurso. A través de la revisión en vía administrativa, la Administración reconsidera la legalidad de su propio acto, evitando así que el particular deba acudir a la jurisdicción contencioso administrativa para hacer valer su pretensión.


			1.1.2. Idea general de los recursos administrativos


			Según García de Enterría, los recursos administrativos son actos del administrado mediante los que éste pide a la propia Administración la revocación o reforma de un acto suyo o de una disposición de carácter general de rango inferior a Ley, en base a un título jurídico específico.


			La doctrina suele destacar el doble papel que juegan los recursos administrativos en el ordenamiento, por un lado como garantía para los administrados y por otro como presupuesto básico y necesario para la impugnación en vía jurisdiccional. Si bien es verdad que los recursos se perfilan como una garantía para el administrado en la medida en que éstos al verse afectados por resoluciones de la Administración pueden reaccionar contra ellas y eliminar el perjuicio causado, su alcance es ciertamente limitado ya que la propia administración actúa como juez y parte, lo que pone de manifiesto una vez más los poderes exorbitantes de los que goza la misma. Por otro lado, supone, al menos tratándose del recurso de alzada, un requisito previo para interponer el recurso contencioso administrativo, con lo administración goza del privilegio de volver a revisar el acto antes de acudir a la vía jurisdiccional. 


			Por su naturaleza impugnatoria debemos diferenciar los recursos de otras figuras administrativas afines tales como las peticiones cuyo objeto es forzar la producción de un acto nuevo, de las quejas que no persiguen la revocación de un acto, sino que se corrijan defectos de tramitación de un procedimiento en curso. Asimismo hay que distinguir el recurso en vía administrativa, donde la Administración actúa como juez y parte, del recurso en vía jurisdiccional ante el orden contencioso, integrado por jueces y magistrados sujetos a la Ley Orgánica del poder Judicial y a la Ley 29/98 de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa


			El régimen jurídico de los recursos administrativos se ubica en el Capítulo II del Título V de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que tiene carácter básico en virtud del artículo 149.1.18º y por tanto aplicable a todas las Administraciones Públicas. 


			De tal regulación podemos establecer la existencia de los siguientes tipos de recursos:


			

					
a)	Recursos ordinarios: pueden fundamentarse en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, ya sea determinante de la nulidad o de la anulabilidad del acto. Son el recurso de alzada y el potestativo de reposición


					
b)	Recurso extraordinario: sólo puede fundamentarse en alguno de los supuestos expresamente previstos en el ordenamiento jurídico. Es el recurso extraordinario de revisión contra actos firmes en vía administrativa.


					
c)	Recursos administrativos especiales: que tienen su propia regulación especial, al margen de la Ley 39/2015. Son recursos especiales reclamaciones económicas administrativas y el recurso especial en materia de contratación.


			


			1.1.3. Aspectos comunes de los recursos administrativos ordinarios


			1.1.3.1. Actos que pueden ser objeto de recurso administrativo ordinario


			El recurso de alzada y el recurso potestativo de reposición podrá ser interpuesto por los interesados contra las resoluciones y los actos de trámite cualificados. Se consideran actos de trámite cualificados los que:


			

					
–	deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, 


					
–	determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, 


					
–	producen indefensión o 


					
–	perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos.


			


			La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. 


			Tanto el recurso de alzada como el recurso de reposición, como recursos administrativos ordinarios, se pueden fundar en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de la Ley 39/2015. 


			Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa, si bien los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición. 


			1.1.3.2. Actos que ponen fin a la vía administrativa


			Con carácter básico y general para todas las Administraciones Públicas, ponen fin a la vía administrativa: 


			

					
a)	Las resoluciones de los recursos de alzada.


					
b)	Las resoluciones de los procedimientos sustitutivos del recurso de alzada a que se refiere el artículo 112.2 de la Ley 39/2015.


					
c)	Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.


					
d)	Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento.


					
e)	La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive.


					
f)	La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el artículo 90.4.


					
g)	Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca.


			


			En el ámbito estatal ponen, además, fin a la vía administrativa los actos y resoluciones siguientes: 


			

					
a)	Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.


					
b)	Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son titulares.


					
c)	Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal.


					
d)	En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.


			


			En el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, ponen fin a la vía administrativa las resoluciones, los actos o acuerdos de los siguientes órganos y autoridades: 


			

					
a)	Los de la persona titular de la Presidencia de la Junta de Andalucía, así como los del Consejo de Gobierno y sus Comisiones Delegadas. 


					
b)	Los de las personas titulares de las Consejerías, salvo que una ley prevea específicamente un recurso ante el Consejo de Gobierno. 


					
c)	Los de las autoridades de rango inferior al de la persona titular de la Consejería que resuelvan por delegación de esta o de otro órgano cuyas resoluciones agoten la vía administrativa. 


					
d)	Los de los órganos con nivel de Dirección General o superior cuando se dicten en materia de personal. 


					
e)	Los de los demás órganos y autoridades cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca. 


			


			1.1.3.3. Procedimiento sustitutivo del recurso de alzada y del recurso de reposición


			Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, así como el recurso potestativo de reposición en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo.


			El procedimiento del recurso de reposición deberá respetar su carácter potestativo para el interesado.


			La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias reconocidas a los órganos representativos electos establecidos por la Ley.


			1.1.4. Especialidades del recurso de alzada


			1.1.4.1. Actos que pueden ser objeto del recurso de alzada


			Las resoluciones y actos de trámite cualificados a que se refiere el artículo 112.1 de la Ley 39/2015, cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. 


			1.1.4.2. Interposición del recurso de alzada


			El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para resolverlo.


			Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de 10 días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de esta norma.


			A efectos de la interposición del recurso de alzada, los Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.


			El plazo para la interposición del recurso de alzada será de 1 mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos.


			Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo.


			1.1.4.3. Resolución del recurso de alzada


			El órgano competente para resolver el recurso de alzada es el superior jerárquico del que dictó el acto impugnado.


			El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de 3 meses. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso.


			No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo máximo para notificar la resolución expresa, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre no se trate de uno de los procedimientos siguientes:


			

					
–	aquellos relativos el ejercicio del derecho de petición a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, 


					
–	aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente, y 


					
–	los de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.


			


			Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión.


			1.1.5. Especialidades del recurso potestativo de reposición


			1.1.5.1. Naturaleza y actos que pueden ser objeto del recurso potestativo de reposición


			Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.


			No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.


			1.1.5.2. Interposición del recurso de reposición


			El plazo para la interposición del recurso de reposición será de 1 mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión.


			Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.


			1.1.5.3. Resolución del recurso de reposición


			El órgano competente para resolver el recurso potestativo de reposición es el mismo que hubiera dictado el acto objeto de impugnación.


			No obstante, en la Administración de la Junta de Andalucía, la Ley 9/2007 de 22 de octubre, establece en el artículo 102.5 que cuando el recurso de reposición se interponga contra los actos dictados por delegación, salvo que en esta se disponga otra cosa, será resuelto por el órgano delegado.


			El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de 1 mes.


			Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.


			1.1.6. Especialidades del recurso extraordinario de revisión


			1.1.6.1. Objeto del recurso extraordinario de revisión


			El recurso extraordinario de revisión procederá contra los actos firmes en vía administrativa sólo cuando concurra alguna de las circunstancias: 


			

					
a)	Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.


					
b)	Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida.


					
c)	Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución.


					
d)	Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.
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